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Ayuntamiento fue errónea, ya que no figuraba la firma del funcionario 
remitente, con lo cual se requirió a esa corporación local la subsanación 
de este defecto el 24 de julio, hecho que no se cumplimentó hasta entrado 
el mes de septiembre.

También en relación con el Registro de Parejas de Hecho tramitamos la 
queja 18/5480 en la que el interesado nos decía que había tramitado un 
cambio de domicilio en el Registro de Parejas de Hecho de Andalucía, 
presentando la correspondiente solicitud en el ayuntamiento del 
municipio en el que residía con anterioridad (Cartaya) para que figurase 
su nuevo domicilio en la localidad de Écija. Se quejaba de los obstáculos 
burocráticos existentes y de la deficiente información que le habían 
proporcionado sobre la tramitación de su expediente.

Tras nuestra intervención pudimos comunicar al interesado la solución de 
todas estas trabas burocráticas y la fecha efectiva de registro del cambio 
de domicilio solicitado.

3.1.2.5.4. Problemas económicos de la familia: Pobreza y exclusión social

Nuestra Constitución proclama un Estado al que define como social, 
democrático y de derecho. Y le atribuye una amplia serie de funciones 
que no pueden considerarse asépticas y neutrales, al margen del tipo de 
desarrollo económico y político que se practique. Basta observar todo el 
conjunto de objetivos constitucionales expresados en el Capítulo III, del 
Título I (artículos 39 a 52 de la Constitución), como principios rectores de 
la política social y económica, para comprender que en su consecución 
mucho va a tener que ver la forma y el contenido de los Presupuestos y 
Hacienda Pública.

La dificultad estriba en cómo pasar de estas proclamas solemnes y 
principios a realidades tangibles, mensurables, susceptibles de evaluación. 
Y éste es el motivo por el que diferentes organismos e instituciones 
internacionales, asociaciones y colectivos comprometidos en la defensa 
de los derechos de las personas menores de edad vienen incidiendo en 
la necesidad de establecer mecanismos que permitan controlar el reflejo 
presupuestario de las diferentes iniciativas de gobierno que tengan que 
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ver con la infancia y juventud. Sólo disponiendo de datos cuantitativos y 
cualitativos sobre los gastos corrientes e inversiones, tanto las previstas 
en los diferentes programas de gasto como las realmente ejecutadas, 
relacionadas específicamente con menores de edad, se puede acometer 
la tarea de evaluar el acomodo de la acción de gobierno a las aludidas 
previsiones constitucionales.

Y no es baladí esta cuestión. En último Informe Anual del Defensor del 
Menor de Andalucía al Parlamento, correspondiente al ejercicio 2018, 
resaltamos los datos de la Encuesta de Condiciones de Vida de 2017, 
según la cual el 26,3% de los niños, niñas y adolescentes menores de 18 
años de Andalucía se encuentra en riesgo de pobreza o vive en hogares 
con ingresos por debajo del umbral de pobreza andaluz, siendo así que la 
tasa de pobreza relativa de las personas menores de 18 años es 5 puntos 
porcentuales más elevada que la tasa de pobreza relativa de la población 
de todas las edades (21,4%).

Las personas menores de 18 años suponen el 23,8% de todas las personas 
con ingresos por debajo del umbral de pobreza andaluz en 2017, o lo 
que es lo mismo, en Andalucía una de cada cuatro personas en riesgo de 
pobreza son menores de edad.

Y sabemos que las transferencias o prestaciones sociales se erigen en 
elementos determinantes para la reducción de la pobreza en la infancia, 
tanto que la tasa de pobreza relativa alcanzaría al 36,5% de las personas 
menores de 18 años si no se contabilizan las transferencias sociales ni las 
pensiones, (a excepción de las pensiones de jubilación y supervivencia), 
esto es, 10 puntos porcentuales más.

Nacer en el seno de una familia pobre es una experiencia profundamente 
injusta que condiciona de forma muy importante la vida y las oportunidades 
de los niños y niñas. Los efectos de la pobreza en la infancia dejan hondas 
huellas en los menores, no solo condicionan sus oportunidades de 
desarrollo presentes, sino que condicionan también su futuro, e incluso 
el de sus descendientes. 
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Para luchar contra la pobreza infantil se ha demostrado, y así lo 
recomiendan organismos internacionales como la OCDE, que transferir 
recursos económicos a hogares con bajos ingresos reduce la pobreza 
y las carencias materiales, el estrés familiar, mejoran los resultados 
educativos de los niños y niñas y favorece su bienestar emocional.

La otra estrategia paralela para erradicar la pobreza infantil es garantizar 
un derecho a la educación en condiciones de equidad. La educación 
es nuestro mayor y mejor ascensor social que ha permitido ampliar las 
clases medias actuales que caracterizan hoy nuestro paisaje social.

Sin necesidad de ahondar demasiado en el contexto social y económico 
de muchas de las quejas que recibimos, se puede afirmar que la situación 
de pobreza de las familias condiciona su comportamiento e incide 
directamente en el bienestar de los hijos, comprometiendo en muchas 
ocasiones la integridad de sus derechos. Por ello hemos de señalar las 
ocasiones en que la queja relata la carencia de vivienda, o disponiendo 
de ella su deplorable estado y deficientes condiciones higiénicas. Sin que 
sea éste el motivo directo de la queja, que puede venir referida a una 
solicitud de vivienda social, al trámite de una pensión o cualquier cuestión 
relacionada con una intervención de la Administración, en ocasiones nos 
encontramos con un relato de carencias que van desde la falta de medios 
para climatizar la estancia en la que se habita, a la no disponibilidad de 
un entorno en el los menores puedan hacer las tareas escolares, e incluso 
carencias graves en su alimentación.

Y la situación de pobreza no solo se restringe a los supuestos más graves 
como la expuesta en la queja 19/672 en la que el interesado se lamentaba 
de la utilización de menores para mendicidad en los aledaños de un 
estadio de fútbol, los días de partido; o también en la queja 19/3015, en 
la que se denuncia que familias de inmigrantes habían ocupado unas 
viviendas de Almería capital y residían en ellas junto con sus hijos en 
pésimas condiciones de higiene y salubridad, y en el curso de nuestra 
intervención alertamos al Ayuntamiento sobre la precaria situación, de 
exclusión social, de las personas que habitan dichas viviendas, todas ellas 
necesitadas de ayuda social; y también del estado ruinoso de las viviendas, 
cuya supervisión e intervención urgente, en su caso, corresponde también 
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a esa Corporación Local. También la situación de pobreza engloba 
situaciones en apariencia menos grave tal como la expuesta en la queja 
19/6481 alertando de la situación de riesgo de unos hermanos, de 11 y 14 
años, que se quedan solos toda la noche por tener la madre que trabajar 
en horario nocturno y no disponer de familia extensa que pudiera hacerse 
cargo de ellos, ni medios económicos para contratar ayuda externa.

3.1.2.5.5. Familias y menores con necesidades especiales

Daremos cuenta en este apartado las actuaciones singulares realizadas 
por esta Defensoría para atender situaciones especiales en que los 
derechos de un menor se encontrarían seriamente comprometidos.

Establece el artículo 39 de la Constitución que los menores gozarán de 
la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus 
derechos y a tales efectos impone a los poderes públicos la obligación de 
asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, así como 
la protección integral de los hijos. 

Viene al caso la alusión a este artículo de la Constitución para enmarcar la 
especial intervención que realizamos en la queja 18/5371, en la que una 
fundación social nos expuso el caso de una ciudadana de Granada, que 
fue detenida en la frontera en Colombia acusada de tráfico de drogas, y 
que a continuación fue condenada por dicho ilícito penal e internada en 
un centro penitenciario de aquel país, encontrándose en unas condiciones 
penosas junto con su hijo, de 2 años de edad.

En la queja se decía que la legislación de dicho país permite que en casos 
como el de esta persona, cuando la condena no supera determinado nivel, 
es posible solicitar que se cumpla en arresto domiciliario. El problema es 
que esta persona carece de familia en Colombia, ni de medios económicos 
con los que hacer frente al alquiler de una vivienda en una zona que sea 
especialmente conflictiva y peligrosa.

Por dicho motivo la citada fundación se dirigió al Defensor con la finalidad 
de que interviniese ante la Administración de la Junta de Andalucía para que 
en ejercicio de las competencias establecidas en el Estatuto de Autonomía 

http://defensordelmenordeandalucia.es/colaboramos-en-la-ayuda-a-un-menor-interno-en-una-carcel-en-el-extranjero-junto-con-su-madre



